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Jurisprudencia condensada

Revista del Notariado 885

Escribano. Derechos y obligaciones de los escribanos.

Responsabilidad. Sucesion *

Hechos:

La sentencia de primera instancia
declaré la nulidad del testamento
otorgado respecto de quien tenia
previamente abierto un proceso
de insania. Apelado el fallo por la
escribana demandada, la Cdma-
ra modifica el decisorio recurrido
en cuanto establece que la escri-
bana no contribuyé con su actua-
cion a la nulidad del testamento

otorgado.

Doctrina:

Cabe modificar la sentencia que
declaré que la negligente actua-
cion del escribano contribuyé a la
nulidad del testamento otorgado
respecto de quien tenia previa-
mente abierto un proceso de insa-
nia, pues estd demostrado que

* Publicado en La Ley del 7/7/2006, fallo 110.515.

aquél ignoraba la previa interna-
cion del testador en un hospital de
salud mental, las constancias de
su historia clinica y la iniciacién
de las actuaciones sobre declara-
cion de incapacidad y al momen-
to de otorgar el acto existia en el
testador una apariencia de mane-
jo normal dentro de lo limitado de
su avanzada edad, lo cual permi-
te concluir que el notario incurrio
en una apreciacion errénea indu-
cida por las apariencias atinentes
a la forma de estar, movilizarse y
conversar con el testador al tiem-
po del acto —conforme nota art.
3616, Codigo Civil—.

Camara Nacional Civil, Sala H, fe-
brero 9 de 2006. Autos: “F, E. c.
L., M. T. y otro”.


GUEST
de escribanos sujetos obligados según
la enumeración del art. 20 de
la ley 25246, por lo que su inclusión
en el anexo reglamentario da
pie, al menos provisionalmente,
para disponer que, hasta tanto recaiga
sentencia definitiva en el
principal, la UIF se abstenga de
requerir al accionado la satisfacción
de las imposiciones detalladas
en dicho Anexo.
3) Debe revocarse la decisión atacada
y disponerse, como medida
cautelar en los términos del art.
232 del CPCC y sin que sea preciso
fijar contracautela (art. 200,
inc. 1°, íd.), la prohibición de
aplicar sanciones a los escribanos
públicos con registro en esta provincia,
derivadas de incumplimientos
a la ley 25246 y su reglamentación
y la inexigibilidad de
las disposiciones del Anexo IV de
la resolución 10/04 UIF al ente
accionante.
CFed. General Roca, marzo 9 de
2006. Autos: “Colegio Notarial de la
Provincia de Río Negro c. Estado
Nacional y otro s/ ordinario s/ incidente
de apelación”.


* Publicado en La Ley del 11/7/2006, fallo 110.061.
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Competencia. Internación de personas. Competencia del
magistrado con jurisdicción en el lugar en el cual se…
Hechos:
En un proceso de internación de
una persona afectada por el consumo
de estupefacientes, el juez
nacional en lo Civil y un tribunal
colegiado de Familia de la provincia
de Buenos Aires se declararon
incompetentes. El magistrado
nacional consideró que no se había
iniciado un proceso de insania
sino un control de la internación
realizada en territorio provincial,
razón por la cual debía
respetarse la residencia que deriva
de la internación. El tribunal
provincial, por su parte, consideró
que debía intervenir el juez que
previno. Trabada la contienda
negativa de competencia, la Corte
Suprema de Justicia de la Nación
considera competente al tribunal
provincial.
Doctrina:
1) En atención a lo normado por los
arts. 5, inc. 8, y 12 del Código
Procesal Civil y Comercial de la
Nación, el juez del lugar donde
se encuentre el centro de internación
es el más indicado para
adoptar las medidas urgentes necesarias
para dar legalidad y
controlar las condiciones en que
el tratamiento se desarrolla, sin
perjuicio de que resuelva declarar
su incompetencia o, en su caso,
requiera la intervención del
juez del domicilio del causante a
los fines previstos en el art. 5, inc.
8°, segundo párrafo, del citado
ordenamiento, si así correspondiere.
2) El hecho de que el juez que conoce
en el trámite de internación de
una persona se encuentre en el
mismo lugar que el establecimiento
donde aquél habita coadyuva
al contacto directo y personal
con el afectado, favorece la
concentración de las diligencias
médicas destinadas a determinar
su estado de salud y, finalmente,
propende a eliminar trámites
procesales superfluos u onerosos y
la prolongación excesiva de los
plazos en la adopción de decisiones
relativas a la libertad ambulatoria,
aspectos todos ellos vinculados
a los principios de inmediatez
y economía procesal.
3) La debida tutela de los derechos
esenciales de la persona sometida
a una internación forzosa impone
al juez del lugar en que ella se desarrolla
la obligación de tomar las
medidas urgentes que sean necesarias,
por lo cual en el supuesto
de suscitarse una contienda de
competencia, su deber no cesa
hasta tanto el conflicto no sea resuelto
o bien –según sea el caso–
hasta que el juez del domicilio del
causante asuma su competencia,
si ello correspondiere.
Competencia. Internación de personas. Competencia del
magistrado con jurisdicción en el lugar en el cual se sitúa el centro
de internación. Garantías constitucionales. Debido proceso.
Internación psiquiátrica coactiva *


